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Introducción 



Después de seis ediciones en otros tantos cursos académicos, el Máster en Comunicación Corporativa y Planificación Estratégica de la Universidad Pontificia de Salamanca apuesta no sólo por mantener su oferta formativa, sino que, aprovechando la altura intelectual de los profesores y profesionales que en él participan, ofrece la obra colectiva que ahora presentamos.

El pasado año vio la luz la obra colectiva Estrategia y conducta social de la organización, editada por el Servicio de Publicaciones de la Universidad Pontificia de Salamanca. En esta ocasión es la propiedad intelectual, recientemente reformada y objeto de un intenso debate social, el objeto del presente estudio multidisciplinar, en el que junto a estudios clásicos sobre los derechos de autor, se añaden otros de nuevo cuño; hemos conseguido reunir, junto a las colaboraciones más teóricas o estrictamente académicas, la participación de profesionales especializados en la materia.

Desde el postgrado, con humildad, más allá de cumplir con la esencial tarea de formar a nuestros alumnos, pretendemos encauzar el enorme potencial investigador de los numerosos profesores y colaboradores del mismo mediante publicaciones como la presente, haciendo partícipes a cuantos lo deseen del mismo.

Es justo reconocer el esfuerzo de todas las personas que han colaborado para que esta contribución al estudio de los derechos de autor haya podido publicar-se, así como a la editorial LA LEY, siempre sensible a las cuestiones jurídicas de plena actualidad y que desde el primer momento apoyó este proyecto.

Agustín MACÍAS CASTILLO

Profesor Encargado de Cátedra de Derecho

de la Información y Publicitario, UPSA

Miguel Ángel HERNÁNDEZ ROBLEDO

Profesor Titular de Producción Televisual, UPSA






Prólogo 



Dados los amplios y crecientes dominios que hoy abarca nuestro Derecho privado, es verdaderamente imposible profundizar en todos ellos, y no digamos considerarse especialista en cada una de las materias que lo integran. Quizá por ello, o tal vez por mis propias limitaciones intelectuales, siempre me he acercado al campo de la propiedad intelectual como un mero observador externo, como llevado «a la fuerza» por caminos y terrenos que se me antojan fundo alieno: léase algún tribunal de tesis doctoral, unas cuantas clases en tal o cual programa de doctorado o máster especializado, o la intervención letrada en unos pocos pleitos. Y desde esa perspectiva, o tal vez precisamente por su causa, siempre me ha resultado llamativo el cuestionamiento constante de la materia. Y no me refiero sólo a los detalles y aspectos concretos de su regulación, pues eso sucede en todas las disciplinas jurídicas, y más en la época que nos toca vivir, en que los cambios legislativos y jurisprudenciales se suceden a ritmo vertiginoso. Aludo más bien a la permanente discusión, cuando no negación, en torno a la misma existencia de la propiedad intelectual, a la justificación (económica, ética, política y jurídica) de la protección que dispensa, a la naturaleza de los principios que la rigen y de los derechos subjetivos (¿fundamentales?, ¿de la personalidad?) que tutela, a su ubicación sistemática dentro del Derecho civil o mercantil, e incluso al alcance objetivo de las obras intelectuales (¿y/o industriales?) protegidas. Hasta su denominación se pone en duda y, necesariamente, se diversifica en los distintos ordenamientos comparados ante la enorme disparidad de concepciones jurídicas que alberga.

El fenómeno no sería tan llamativo si la propiedad intelectual fuera un descubrimiento reciente, y nos encontrásemos ante una disciplina embrionaria o en fase de lactancia jurídica. Pero lo cierto es que la protección de las obras del intelecto tiene ya una larga historia, al menos desde el siglo XVII, y constituye desde hace largo tiempo toda una importante especialidad, con entidad propia, dentro del Derecho civil. Mucho ha llovido en España desde aquellas disposiciones de Felipe IV inspiradas por el Conde-Duque de Olivares en 1627, destinadas a asegurar a los autores literarios una parte de las ganancias obtenidas por los impresores, quienes en un principio podían reeditar cualquier obra con absoluta libertad, hasta el vigente Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por R.D.Legislativo 1/1996, de 12 de abril, cuya última reforma data de hace sólo unos meses. E innumerables son las disputas en torno a la necesaria uniformidad internacional de la protección de las obras intelectuales, desde aquel primer auténtico sistema legal establecido bajo el reinado de Ana de Inglaterra en 1709 (el famoso Statute of Anne), que otorgaba a los creadores catorce años de protección, prorrogables por otros catorce si el autor seguía vivo, hasta los convenios de Berna y París (este último, en realidad, versa sobre Propiedad Industrial), y todos los subsiguientes que hoy se encuentran bajo la tutela jurídica de la OMPI. Los más recientes, que sepamos, son el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (WCT) y el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (WPPT), que contienen reglas básicas que adaptan la protección internacional del derecho de autor y los derechos conexos al nuevo entorno de Internet, y que han entrado en vigor en 2002.

La materia, además, no es sólo un objeto de contemplación jurídica o un motivo de litigios localizados en el entorno de unos cuantos sujetos (autores, editores, distribuidores, etc.) más o menos afectados por unas pocas normas, sino que ha venido a impregnar la mayor parte de las actividades que hoy desarrolla cualquier ciudadano dentro de la denominada Sociedad de la Información. La propiedad intelectual, en efecto, ha dejado de ser una prerrogativa jurídica de unos cuantos (pocos) autores literarios y artísticos, cuya obra difícilmente se podía reproducir o explotar sin su conocimiento y consentimiento, o la amenaza de algunos plagiarios (no tan pocos, lamentablemente), para convertirse en un instrumento jurídico que regula los actos más sencillos en la vida cotidiana de toda clase de personas. Desde el niño que descarga de Internet en su ordenador o videoconsola un juego, hasta el empresario de transportes por carretera que emite en sus autobuses películas en DVD; desde el bar de la esquina que hace sonar sus CD o una emisora radio-fórmula en su «minicadena» ya a primeras horas de la mañana, hasta la base de datos que «cuelga» el texto de mi último artículo científico, o quien adquiere un disco virgen para salvaguardar una copia de sus propios archivos informáticos y tiene que pagar un canon bajo la presunción de que lo utilizará para copiar obras intelectuales ajenas. En pocas palabras, toda la sociedad sin excepción se ve afectada por la propiedad intelectual.

El problema fundamental ya no es hoy, o no es sólo, el plagio, en el que, por cierto, tan anchas mangas demuestran nuestros Tribunales: a la vista de algunas Sentencias, pareciera que el hecho de «citar» la fuente (o sea, una simple mención del pobre plagiado) legitima para fusilar un libro entero y apropiarse de su contenido. Tampoco preocupa en nuestros días la vieja discusión en torno a la justificación misma de la idea de «propiedad» intelectual, que negaron los autores de la Escuela de Salamanca, a partir del concepto tomista de la suidad, por concebir que «sobre las ideas, conocimientos y conceptos no puede reivindicarse propiedad con independencia del Estado, ni la transmisión llevarse a cabo como un juego de suma cero como sí ocurre con la propiedad de las cosas».

Los retos que en la hora actual tiene ante sí la propiedad intelectual tienen que ver más bien con el advenimiento de todo un universo de formas e instrumentos absolutamente novedosos para la explotación de las obras del intelecto. Por mucho que se empeñen las compañías discográficas, el «consumidor» de música no desea hoy pagar 30 euros por un CD, cuando además la mitad de las canciones que contiene no le interesan, y prefiere configurarse su propio CD «a medida», a base de archivos MP3 descargados «legal» o «ilegalmente» de Internet. De ahí el nacimiento de nuevos instrumentos como la Iniciativa Segura de Música Digital (SDMI, en sus siglas inglesas) o la Open Platform Initiative for Multimedia Access (OPIMA), destinados a desarrollar medios de distribución y reproducción de música digital que protejan los derechos del autor, o configurar un entorno donde los proveedores y los usuarios puedan intercambiar información y productos de forma segura.

El vigor actual y el carácter polémico de la propiedad intelectual, en efecto, se pone de manifiesto todos los días en los ámbitos más diversos: los medios de comunicación hablan a diario de la piratería, del «top-man-ta», del denominado «canon digital» y de la disputa política y mediática que recientemente ha suscitado; existen en España varios másteres o títulos de postgrado que versan sobre la especialidad; la bibliografía es hoy copiosa en una materia que, hasta hace pocos años, parecía residual para la doctrina; la actividad legislativa y reglamentaria es constante, tanto en el ámbito interno como en el de los tratados internacionales; y no digamos la abundancia de jurisprudencia; hay toda una corriente asociativa que va más allá de las meras entidades de gestión de los derechos de autor. Todo lo cual permite afirmar que en los últimos diez o quince años hemos asistido a un auténtico renacimiento de la propiedad intelectual.

En este contexto general, el ejercicio profesional de las actividades de comunicación, ya sea en su vertiente estrictamente periodística, ya en su más amplia dimensión audiovisual, o bien en la hoy omnipresente creación publicitaria, constituye sin duda un fértil caldo de cultivo para el universo de la propiedad intelectual, pues exige una creación constante de obras jurídicamente protegibles y maneja una fuente inagotable de actos vulneradores de toda protección. La inevitable institucionalización empresarial de las actividades de comunicación plantea además los problemas inherentes a la apropiación del resultado de la creación intelectual generada por los autores asalariados o vinculados por otras vías contractuales como el arrendamiento de servicios o de obra freelance. Y más allá todavía, las dificultades jurídicas de los actos de reexplotación ajena al ámbito del medio de comunicación contratante, que obviamente exceden el objeto del pago del salario, como sucede en los casos de reutilización del material en otro medio del mismo empleador: pensemos, por poner un ejemplo, en el periodista que trabaja para cuatro «soportes» distintos de una empresa multimedia, por el mismo sueldo, que además ve cómo se revende el producto de su trabajo sin compensación adicional alguna. Por ello, y por la inexcusable necesidad de preservar de toda cesión los denominados derechos morales del autor (divulgación, paternidad, integridad, modificación, incluso retirada...), que permanecen en el patrimonio del autor, por asalariado que sea, adquiere especial sentido la denominada cláusula de conciencia: la subordinación, dependencia, ajenidad o cesión contractual, no alcanzan nunca a los aspectos ideológicos (sí a los técnicos); o sea, la afectación del honor, reputación o intereses morales del profesional, prestigio, principios éticos, etc., que protege la LO 2/1997, de 19 de junio. Y la protección de tales derechos morales exige en nuestros días una atención preferente, dadas las enormes posibilidades que ofrecen hoy las denominadas «tareas de edición», que permiten manipular y distorsionar sin gran esfuerzo las imágenes de los reporteros gráficos, ilustradores e infógrafos, así como las voces de los periodistas o los registros de los cronistas.

A la vista de todo lo antedicho, está más que justificado afirmar la incuestionable oportunidad de la obra que aquí presento, cuya génesis se encuentra en un ciclo de conferencias organizado por quienes también coordinan la presente obra, el Dr. Agustín Macías Castillo, Encargado de Cátedra de Derecho de la Información y Publicitario, y el Dr. Miguel Hernández Robledo, Profesor Titular de Producción Televisiva, ambos de la Facultad de Comunicación de la Universidad Pontificia de Salamanca, y desarrollado a lo largo del año 2007 en dicha Facultad. Los responsables del proyecto supieron reunir todo un elenco de especialistas en la materia, quienes abordan de manera monográfica los temas más diversos. Y además lo hacen desde perspectivas científicas y metodológicas dispares, heterogéneas, pero afortunadamente complementarias entre sí. Ello permite hablar de un verdadero enfoque multidisciplinar. Entre los autores se cuentan no pocos civilistas, algunos de los cuales son el referente doctrinal de la propiedad intelectual en España desde hace más de veinte años; pero contribuyen a la obra también juristas que transitan por otras disciplinas como constitucionalistas, mercantilistas; abogados en ejercicio especialistas en la materia; profesores de Derecho de la Información; e incluso profesores y expertos en las distintas disciplinas de la Ciencia de la Comunicación, que ofrecen la (siempre necesaria) perspectiva no jurídica de la materia. La interdisciplina, tan olvidada por el mundo del Derecho, no deja de ser una de las mejores formas de acercarse, observar y aprehender la realidad, fuente de toda investigación jurídica, según nos enseñó CARNELUTTI ya hace casi setenta años.

Salvo un par de excepciones, con la práctica totalidad de los dieciocho autores de esta obra me unen estrechas relaciones tanto académicas como personales. Casi todos son o han sido en algún momento compañeros. Muchos de ellos son amigos. Celebro además el intenso afecto que me dispensan los dos coordinadores del trabajo, de cuyas trayectorias profesionales y vitales soy testigo de excepción. Es mutuo, claro. Ello explica aquí mi posición de prologuista, pero coloca bajo sospecha y deslegitima cualquier comentario crítico respecto del contenido de los trabajos. Qué remedio: sólo me queda entonces expresar mi sincera felicitación a todos ellos y agradecer una vez más esta nueva apuesta editorial de LA LEY. Gracias a todos por vuestro esfuerzo.
Salamanca, abril 2008Eugenio LLAMAS POMBO

Catedrático de Derecho Civil.

Universidad de Salamanca







La comunicación pública y los establecimientos hoteleros: el deber de pagar derechos de autor 

Henar ÁLVAREZ ÁLVAREZ 

Doctora en Derecho Profesora Ayudante de Derecho Civil Universidad de Valladolid 




I.  PLANTEAMIENTO GENERAL

Un problema del que se ha ocupado la jurisprudencia de manera reiterada y con diversidad de criterios ha sido el relativo a la instalación de aparatos reproductores de televisión en el interior de las habitaciones de hoteles conectados a antenas colectivas o parabólicas, a través de los cuales los huéspedes reciben obras musicales o audiovisuales, pues han surgido numerosos litigios entre el sector hotelero y las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual, debido a la enorme trascendencia económica derivada de ello. En efecto, se trata de un conflicto que está enfrentando desde hace tiempo a las empresas dedicadas a la hostelería con las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual, pues para estas últimas, si se sitúa un aparato de televisión o de radio en un establecimiento de hostelería, se está ante una comunicación pública, al encontrarnos fuera del ámbito estrictamente doméstico y al tener la posibilidad de llegar la obra a una pluralidad de personas. Es una cuestión compleja y existen grandes dificultades para encontrar una solución pacífica que guste a todos los sectores implicados.

En concreto, en el presente trabajo se trata de determinar si dicha actividad (las emisiones de televisión y las de radio realizadas en las habitaciones de los hoteles) puede ser considerada como un acto de comunicación pública a los efectos del art. 20 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual (en adelante, LPI)  (1) . Hay que discernir si la recepción de señales de televisión a través de antenas colectivas o parabólicas y su distribución posterior a las habitaciones de los hoteles, constituye o no un acto de comunicación pública, pues si se considera que se produce comunicación pública y no se abona el canon preceptivo, se produciría una vulneración de los derechos de propiedad intelectual. La solución al problema radica en la interpretación que se dé al art. 20.1 de la LPI, que determina lo siguiente:


«Se entenderá por comunicación pública todo acto por el cual una pluralidad de personas pueda tener acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares a cada una de ellas.

No se considerará pública la comunicación cuando se celebre dentro de un ámbito estrictamente doméstico que no esté integrado o conectado a una red de difusión de cualquier tipo».



De la lectura del precepto se desprende que la cuestión radica en delimitar qué debe entenderse por «acto de comunicación pública» a los efectos de la LPI, es decir, si puede considerarse un acto de comunicación pública el uso de televisores por los clientes de un hotel, incluso en las habitaciones. Como se ve, el art. 20 de la LPI define qué es un acto de comunicación pública desde dos puntos de vista. En primer lugar, desde un punto de vista positivo, en el primer párrafo del precepto, y en el segundo, en sentido negativo. Es decir, el art. 20 de la LPI establece dos ámbitos, uno positivo y otro negativo, excluyentes del concepto de comunicación pública. Por tanto, lo fundamental a la hora de averiguar si estamos ante un acto de comunicación pública, es determinar qué acciones se encuentran englobadas dentro de tal concepto, y por otro lado, hasta dónde llega el ámbito estrictamente doméstico.

También la jurisprudencia ha intentado delimitar qué es la comunicación pública. Así, según algunas Sentencias, la explotación de las emisiones televisivas y audiciones musicales en las habitaciones de los hoteles consiste en un acto de comunicación pública, por lo que deben generarse derechos de autor, siendo precisa por tanto la autorización de los autores. Mientras que otras Sentencias consideran que la distribución a las distintas habitaciones del hotel por medio de los receptores de televisión instalados en las mismas no constituye un acto de comunicación pública a los efectos de la LPI. Todo ello ha creado una manifiesta inseguridad jurídica, quizá originada por la utilización de tecnicismos legales que son susceptibles de diversas interpretaciones y también por una falta de coordinación entre la ciencia técnica y la ciencia del Derecho  (2) .

II.  EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL

Para saber si nos encontramos ante un acto de comunicación pública, vamos a ver en concreto los pronunciamientos judiciales habidos al respecto. Cuantitativamente son mayoritarias las Sentencias de Juzgados y Audiencias Provinciales que estiman que existe comunicación pública, siguiendo las cinco etapas que ha ido marcando el TS.

PRIMERA ETAPA: La primera Sentencia del TS en la que se debatió sobre la cuestión a la que estoy haciendo referencia fue la STS de 11 de marzo de 1996 (LA LEY 3166/1996) (3)  que señaló que se trataba de un acto de comunicación pública, aunque no referido a aparatos de televisión, sino a reproductores de radio. De hecho, el TS parte en esta primera Sentencia relativa a este problema de la consideración de actos de comunicación de obras protegidas realizadas en los hoteles, tanto si se llevaban a cabo en los espacios abiertos al público (cafetería, restaurante, hall del hotel, etc.) como si tenían lugar en las habitaciones. Asimismo, la Sentencia es importante porque va a utilizar una serie de argumentos que van a repetirse a lo largo del resto de las Sentencias, tanto del TS como de Audiencias Provinciales sobre la cuestión, bien para defenderlos o bien para rebatirlos y contradecirlos, es decir, sienta las bases y los argumentos sobre los que va a pronunciarse todas las resoluciones recaídas sobre esta cuestión. Sobre todo, es la primera Sentencia en la que el fundamento principal reside en considerar la posibilidad de acceso de una pluralidad de personas no sólo simultáneo, sino también sucesivo en el tiempo, y en ambos casos entiende que habría actos de comunicación pública. Esta Sentencia de 11 de marzo de 1996 considera que se trata de un acto de comunicación pública la colocación de aparatos de televisión u otros aparatos receptores de emisiones radiodifundidas, no sólo la que se produce en las zonas comunes del hotel de utilización colectiva, sino también la que tiene lugar en las habitaciones, sobre la base de los siguientes argumentos: 1) la habitación de los hoteles no es un ámbito doméstico; 2) no es preciso que se realice una comunicación simultánea, ya que es posible que se realice de forma sucesiva y diferida a lo largo del tiempo; 3) el lucro obtenido por el hotel, ya que es un servicio que ofrece y que se incluye dentro del precio de la habitación; y 4) dentro del concepto de comunicación pública no sólo se recogen los actos de emisión, sino también los de recepción, por lo que hay que abonar el canon de los derechos de autor.

SEGUNDA ETAPA: Comienza con la STS de 24 de septiembre de 2002 (LA LEY 7862/2002) (4) , la cual, basándose en la STC 10/2002, de 17 de enero, cambia el criterio defendido con anterioridad, y estima que como las habitaciones hoteleras constituyen el domicilio de los huéspedes, la difusión de contenidos audiovisuales en ellas no tiene la calificación de comunicaciones públicas que obligue a pagar derechos de autor. Pero esta Sentencia del TS fue declarada nula por la STS de 21 de diciembre de 2002 (LA LEY 800/2003), al estimar el incidente de nulidad de actuaciones planteado por la SGAE, porque «no se había cumplido con el deber procesal de poner en conocimiento de las partes la composición de la Sala destinada a juzgar el litigio», por lo que se estimó la nulidad de una Sentencia firme.

TERCERA ETAPA: Se vuelve al criterio de la primera etapa con la STS de 31 de enero de 2003 (LA LEY 930/2003) (5) , que declara que la instalación de aparatos de televisión en las habitaciones de los hoteles obliga a pagar derechos de autor. En efecto, esta Sentencia establece que el derecho constitucional a la inviolabilidad del domicilio no tiene el mismo alcance en el ámbito civil que en el penal, pues la instalación de los aparatos de televisión en las habitaciones de los hoteles repercute en el precio de las estancias, por lo que al generar un beneficio a la empresa hotelera se pueden exigir derechos de autor. Por tanto, se vuelve al mismo criterio que el mantenido en la STS de 11 de marzo de 1996 (LA LEY 3166/1996), aunque la argumentación jurídica es diferente.

CUARTA ETAPA: Todos estos vaivenes jurisprudenciales dilatados en el tiempo que han dado lugar a numerosas Sentencias por el litigio mantenido entre las entidades de gestión de propiedad intelectual y el sector de la hostelería pretendieron zanjarse con la STS de 10 de mayo de 2003 (LA LEY 1912/2003) (6) , aprobada por el Pleno del TS precisamente para unificar criterios. El TS en esta Sentencia considera que no existe comunicación pública por la instalación de aparatos reproductores de televisión en las habitaciones de los hoteles, por lo que no habría obligación de pagar derechos de autor por parte de los establecimientos de hostelería. En esta Sentencia, el TS defiende que no existe comunicación pública, en base a los siguientes argumentos: la consideración de la habitación como domicilio, la ausencia de lucro por parte de los hoteles por la prestación de este servicio, la difusión realizada por el hotel en las habitaciones es de mera recepción, no de emisión y en último lugar ausencia de difusión de la señal por red común. En esta Sentencia, el TS afirma que a pesar de que de acuerdo con el art. 1.6 del CC una sola Sentencia del TS no crea jurisprudencia, ya que debe tratarse de una doctrina establecida por el Alto Tribunal de modo reiterado, sí la crea una sola Sentencia cuando es dictada por el Pleno de la Sala por unanimidad, máxime convocado el Pleno con la finalidad de poner término al debate doctrinal previamente existen-  (7) . El TS, además, señala expresamente en la Sentencia que el cambio de criterio jurisprudencial que se produce resulta válido siempre que no suponga un cambio arbitrario de los precedentes, pues ha de tenerse en cuenta el principio constitucional de seguridad jurídica recogido en el art. 9.3 de la Constitución. Asimismo, de acuerdo con la STC 133/2002, de 3 de junio, no se impide que los Tribunales puedan alterar su criterio y con ello superar y poder integrar resoluciones anteriores. Para esto, el nuevo rumbo ha de ser razonablemente fundado y ha de resultar patente que existe un nuevo cambio de criterio. Así, de acuerdo con este pronunciamiento sobre la cuestión del TS resulta que no había comunicación pública, sino simple acto de recepción cuando en las habitaciones de los hoteles se contempla la televisión o se escucha la radio utilizando los aparatos instalados en las mismas. Por tanto, el planteamiento de esta Sentencia era significativo, pues emanaba del Pleno de la Sala Primera del TS y nació con vocación de unificación fijando el criterio a seguir en la materia.

QUINTA ETAPA: A pesar de que la STS de 10 de mayo de 2003 se dictó con la idea de poner punto y final a una cuestión tan debatida, debido al pronunciamiento del TJCE en Sentencia de 7 de diciembre de 2006, que entendió que sí se producía un acto de comunicación pública, el TS se ha visto obligado de nuevo a pronunciarse sobre la cuestión en la Sentencia de 16 de abril de 2007  (8) , en el sentido de volver al planteamiento inicial que defendió con la Sentencia del año 1996, pues nuevamente considera que la distribución de la señal televisiva a los aparatos instalados en las habitaciones de los hoteles constituye un acto de comunicación pública.

III.  PRONUNCIAMIENTO DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (TJCE)

La STJCE de 7 de diciembre de 2006, Sala Tercera (EUR-LEX núm. 62005J0306), pretende zanjar la polémica surgida en torno a las comunicaciones de obras protegidas en las habitaciones de los hoteles, al resolver una cuestión prejudicial planteada por la AP de Barcelona. El TJCE se pronuncia sobre las tres cuestiones prejudiciales siguientes que se le plantearon: a) si la instalación en las habitaciones de un hotel de aparatos de televisión a los que se distribuye por cable la señal de televisión captada, por vía satélite o terrestre, constituye o no un acto de comunicación pública; b) si la habitación de un hotel se puede entender como un ámbito estrictamente doméstico, y de ser así, no sería comunicación pública la realizada a través de aparatos de televisión; y c) si la comunicación que se lleva a cabo a través de un televisor dentro de una habitación de un hotel, puede considerarse pública por tener acceso a la obra un público sucesivo.

Para pronunciarse sobre estas cuestiones el TJCE acude al art. 3 de la Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001, relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la información, que dispone lo siguiente:


«1. Los Estados miembros establecerán en favor de los autores el derecho exclusivo a autorizar o prohibir cualquier comunicación al público de sus obras, por procedimientos alámbricos o inalámbricos, incluida la puesta a disposición del público de sus obras de tal forma que cualquier persona pueda acceder a ellas desde el lugar y en el momento que elija.

2. Los Estados miembros concederán el derecho exclusivo a autorizar o prohibir la puesta a disposición del público, por procedimientos alámbricos o inalámbricos, de tal forma que cualquier persona pueda tener acceso a ellos desde el lugar y en el momento que elija:

a) A los artistas, intérpretes o ejecutantes, de las fijaciones de sus actuaciones.

b) A los productores de fonogramas, de sus fonogramas.

c) A los productores de las primeras fijaciones de películas, del original y las copias de sus películas.

d) A los organismos de radiodifusión, de las fijaciones de sus emisiones, con independencia de que éstas se transmitan por procedimientos alámbricos o inalámbricos, inclusive por cable o satélite.

3. Ningún acto de comunicación al público o de puesta a disposición del público con arreglo al presente artículo podrá dar lugar al agotamiento de los derechos a que se refieren los apartados 1 y 2».



El problema es que la Directiva no precisa qué debe entenderse por «comunicación al público». El TJCE en Sentencias anteriores ha declarado que el término «público» hace referencia a un número indeterminado de telespectadores potenciales. Por ello establece el TJCE en la Sentencia de 7 de diciembre de 2006 que la distribución de una señal por un establecimiento hotelero a las habitaciones efectuada por medio de televisiones constituye un acto de comunicación al público en el sentido del art. 3.1 de la Directiva 2001/29/CE, sea cual fuere la técnica empleada para la transmisión de la señal, y ello sin perjuicio de reconocer que a determinados efectos, las habitaciones de los hoteles tienen carácter privado, pues el carácter privado de las habitaciones no impide que se considere que la comunicación de una obra en tales dependencias efectuada por medio de televisores, constituye un acto de comunicación al público. De esta manera, de acuerdo con el art. 3.1 de la Directiva, la simple presencia del televisor en las habitaciones del hotel supone la puesta a disposición del público de obras protegidas, pues la intervención del hotel es necesaria para que los clientes puedan disfrutar de la obra difundida, sin que deba tenerse en cuenta el hecho de que los clientes no hayan encendido el televisor y no hayan tenido acceso efectivo a las obras. En esta Sentencia, el TJCE propone una interpretación autónoma del concepto de «comunicación al público» dentro del ámbito comunitario, de carácter amplio, pues a su juicio comprende todos los casos en los que se realice una transmisión por televisión en cualquier dependencia del hotel, incluidas las habitaciones  (9) .

El TJCE entiende que hay comunicación pública y que por ello los hoteles deben contar con la autorización de las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual y habrán de pagar por ello. Así, cuando se distribuya una señal por un establecimiento hotelero a los clientes que estén alojados en las habitaciones por medio de televisores, constituye un acto de comunicación pública, con independencia de cuál sea la técnica empleada para transmitir esa señal. Con esta Sentencia del TJCE ha surgido una quinta etapa en la jurisprudencia del TS español, ya que la STS de 16 de abril de 2007 ha considerado que la doctrina jurisprudencial que había defendido el TS español en la cuarta etapa debe ser modificada en el sentido de entender que hay acto de comunicación pública, como consecuencia del criterio interpretativo establecido en la STJCE de 7 de diciembre de 2006, que exige mantener un criterio uniforme en la materia. De esta manera, la aplicación a la normativa interna del Estado español del criterio interpretativo del TJCE supone considerar que la comunicación de una obra en las habitaciones de hotel efectuada por medio de televisores constituye un acto de comunicación al público.

IV.  ARGUMENTOS UTILIZADOS PARA CONSIDERAR QUE SE GENERAN DERECHOS DE AUTOR

Determinar de forma contundente cuándo nos encontramos ante un acto de comunicación pública y cuándo ha de quedar fuera del contenido de dicha facultad patrimonial por tener lugar dentro de un ámbito estrictamente doméstico no es nada fácil, máxime cuando tiene lugar en un hotel o algún otro establecimiento de hospedería, como, por ejemplo, los balnearios. Además hay que tener en cuenta que la facultad patrimonial de comunicación pública tiene la característica de ser una forma de acceso a la creación intelectual que no precisa de una previa distribución de ejemplares a cada uno de los destinatarios. Así las cosas, tanto la doctrina como la jurisprudencia han esgrimido los siguientes argumentos para mantener, bien que no se produce un acto de comunicación pública o bien que éste sí tiene lugar.

1.  El ámbito estrictamente doméstico

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre si el uso de aparatos audiovisuales instalados en cada una de las habitaciones del hotel puede merecer o no la consideración de acto de comunicación pública de obras protegidas por realizarse en un ámbito privado. Algunas de ellas han defendido que la habitación del hotel es una prolongación del hogar, entendido no sólo como domicilio o lugar de residencia habitual, sino también y fundamentalmente como espacio vital privado e íntimo. De seguir este planteamiento, se llegaría a la conclusión de que la comunicación de obras protegidas en el interior de la habitación de un hotel se desenvuelve dentro de un ámbito de carácter doméstico. Pero sin embargo, para otro sector jurisprudencial, el hecho de que las habitaciones de los hoteles puedan considerarse domicilio no tiene relevancia a efectos de comunicación pública, por lo que sí habría que abonar derechos de autor. Por ello determinar si las habitaciones de los hoteles y demás establecimientos de hostelería deben considerarse domicilio es fundamental a la hora de entender si están fuera de la facultad patrimonial los actos de utilización de una obra protegida cuando se desarrollen dentro del ámbito de privacidad del individuo, es decir, en su domicilio, pues es en ese lugar donde se desarrolla la vida privada de las personas.

Hay que tener en cuenta que la preocupación del legislador por la protección del domicilio parte desde el Derecho romano, no es algo fruto del constitucionalismo moderno, aunque las bases sobre las que se asentó la protección del mismo en épocas anteriores difieren de las actuales  (10) . El art. 18.2 de la Constitución se limita a establecer como derecho fundamental la inviolabilidad del domicilio, pero el Texto Constitucional no define qué debe entenderse por tal. De ello se deriva que existe una pluralidad de conceptos de domicilio, diferentes en cada una de las ramas del ordenamiento jurídico. De hecho, el concepto constitucional de domicilio es más amplio que el civil, pues como el constitucional se fundamenta en el derecho a la intimidad, comprende cualquier espacio cerrado donde una persona desarrolla su vida privada, bien sea de modo permanente, transitorio o accidental. En efecto, el domicilio a efectos constitucionales es cualquier espacio físico cerrado en el que se despliega el ámbito de privacidad de las personas, con independencia de que tenga carácter habitual, permanente, estable o transitorio, temporal o accidental, por cuanto la accidentalidad o temporalidad de su uso no excluye que en él se desarrolle vida privada con ánimo de exclusión de terceros. De esta manera, por lo que respecta a los domicilios ocasionales, entre los que se encontrarían las habitaciones de los hoteles, gozan de la garantía de la inviolabilidad, porque aunque el sujeto esté fuera de su domicilio habitual, en las habitaciones de los hoteles desarrolla su vida privada. Además, no es necesario que se resida habitualmente en un hotel para que la habitación del mismo tenga la consideración de domicilio a los efectos de su inviolabilidad, con independencia de cuál sea el domicilio civil en función de lo previsto en el art. 40 del CC, que requiere la habitualidad  (11) .

De hecho, también las habitaciones de un hospital son domicilio de los pacientes que se encuentran en ellas convalecientes, pues se trata de un lugar cerrado en el que discurre la vida privada, individual o familiar, incluso aunque las habitaciones no sean individuales. En efecto, la SAP de Valencia de 26 de noviembre de 2004 considera que la utilización de aparatos receptores de televisión en las habitaciones de un hospital no es difusión pública, por lo que no se genera el abono de derechos de autor.

Sin embargo, la consideración de las habitaciones de los hoteles como domicilios no es unánime en la doctrina, pues un sector minoritario ha considerado, en contra de la concepción amplia de domicilio que mantiene la generalidad de la doctrina, que el alojamiento en un hotel resulta insuficiente para constituir un domicilio, salvo que se tenga el propósito de residir en él indefinidamente y de forma estable  (12) .

A mi modo de ver, no se puede asimilar el concepto civil del domicilio con el penal y el constitucional. En efecto, nada tiene que ver la habitación de un hotel con el concepto de morada contenido en el ámbito de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para dotar a aquélla de la privacidad necesaria a efectos de un registro acordado, con la cuestión de la comunicación pública  (13) . Además hay que tener en cuenta que una cosa es el ámbito de protección constitucional de la vida privada en torno al domicilio y otra muy distinta que se deba considerar actos de comunicación pública los que tengan lugar en su interior, por lo que éste no es el argumento clave para considerar si existe o no obligación de pagar derechos de autor, y ello a pesar de que la normativa sobre propiedad intelectual entiende que cuando nos encontramos en un ámbito estrictamente doméstico no hay comunicación pública. Pero también hay que tener en cuenta que aunque se parta de la consideración de domicilio de las habitaciones de los hoteles, muchas Sentencias han negado a renglón seguido el carácter de acto de comunicación pública a los realizados en su interior, mientras que otras han considerado que sí se produce un acto de comunicación pública.

Sentado lo anterior, hay que destacar que el art. 20.1 de la LPI considera que a pesar de que tengan acceso a la obra protegida una pluralidad de personas, no habrá comunicación pública cuando «se celebre dentro de un ámbito estrictamente doméstico que no esté integrado o conectado a una red de difusión de cualquier tipo». Es decir, no habrá comunicación pública si se realiza en un ámbito estrictamente doméstico pero siempre y cuando se dé ausencia de conexión a una red de difusión. Por lo que respecta al primer requisito para que opere esta excepción, ya he señalado en el epígrafe anterior que la STS de 11 de marzo de 1996 (LA LEY 3166/1996) consideró que las habitaciones de hoteles no tienen ámbito doméstico en relación con el art. 20 de la LPI, pues entiende que no tienen consideración de domicilio a efectos civiles, diferenciándose el ámbito penal del civil a los efectos de la protección otorgada por cada uno de ellos. Por ello habrá comunicación pública. Además, en esta Sentencia el TS considera que no puede hacerse distinciones entre las zonas comunes y las habitaciones del hotel a la hora de entender si se ha producido o no un acto de comunicación pública, a pesar de reconocer la característica de privacidad de las habitaciones de los hoteles. Y a la misma conclusión se llega en algunas Sentencias de las Audiencias Provinciales  (14) .

Pero se produce un cambio de criterio a raíz de la STC 10/2002, de 17 de enero, que declara el art. 557 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal inconstitucional y derogado, dado su carácter preconstitucional  (15) . Dicha Sentencia vino a considerar a las habitaciones de los hoteles como domicilios a efectos constitucionales. Así, si las habitaciones de los hoteles no fueran consideradas como domicilio constitucional, no se requeriría la exigencia de autorización judicial para realizar registros a los mismos, pues fuera de los casos de consentimiento del titular y de flagrante delito, para poder proceder al registro domiciliario es precisa autorización judicial. Por ello, el TC entiende que ni la accidentalidad, ni la temporalidad, ni la ausencia de habitualidad del uso de la habitación del hotel, ni las limitaciones al disfrute de las mismas que se derivan del contrato de hospedaje, pueden ser un obstáculo a la consideración como domicilio de los clientes del hotel, ya que son lugares idóneos para que se desarrolle la vida privada. Se trata de un concepto amplio de domicilio, ya que el domicilio no se refiere únicamente al lugar de la residencia habitual, al establecimiento permanente y definitivo, sino a todo lugar cerrado en el que se desarrolle una actividad privada con ánimo de exclusión de terceros. Por tanto, se tutela cualquier espacio físico en el que se desenvuelve el ámbito de privacidad, con independencia de que tenga carácter habitual, permanente, estable o bien transitorio, accidental o temporal. Es por ello que las habitaciones de un hotel tienen la consideración de domicilio de la persona que en ella se aloja. Sin embargo, a sensu contrario, no se considerará domicilio cuando las habitaciones de los hoteles se destinen a cualquier actividad distinta de la vida privada, como puede ser laboral, cultural, profesional, mercantil, etc. Siguiendo este criterio, se produce un giro en la jurisprudencia, ya que la STS de 24 de septiembre de 2002 (LA LEY 7862/2002) entiende que no existe comunicación pública.

Por el contrario, posteriormente el TS, en Sentencia de 31 de enero de 2003 (LA LEY 930/2003), estima que existe comunicación pública, pues a su juicio las habitaciones de los hoteles no tienen la consideración de domicilio, por lo que la difusión no se realiza en un ámbito estrictamente doméstico, al entender, a diferencia de la STS de 24 de septiembre de 2002, que la STC de 17 de enero de 2002 consideraba domicilio a las habitaciones hoteleras a efectos constitucionales, pero dicha resolución se refería al ámbito estrictamente penal y no al civil.

Sin embargo, nuevamente el TS cambia de criterio, pues en Sentencia de 10 de mayo de 2003 (LA LEY 1912/2003) equipara el concepto de domicilio a efectos civiles y penales en las habitaciones de los hoteles, por lo que las considera como ámbito estrictamente doméstico, siendo lugares inapropiados para realizar actos de comunicación pública, pues la habitación del hotel es una prolongación del hogar y por ello tiene naturaleza privada  (16) . Además, el TS entiende que para evitar la disgregación del ordenamiento jurídico, hay que entender que las habitaciones de los hoteles tienen la consideración de domicilio no sólo a efectos penales, sino también civiles, por lo que las actividades realizadas en su interior tienen carácter doméstico y no existe comunicación pública. Así, si se considera que la comunicación se realiza en un ámbito estrictamente doméstico, no se generan derechos para los autores o editores de las obras. Por tanto, las Sentencias que se muestran a favor de que no se devenguen derechos de autor porque consideran que la comunicación de obras musicales en el interior de la habitación de un hotel se desenvuelve dentro de un ámbito estrictamente doméstico, en una esfera de privacidad, entienden que la habitación del hotel es una prolongación del hogar, entendido éste no sólo como domicilio o lugar de residencia habitual, sino también como espacio vital privado e íntimo, de utilización restringida y de acceso dependiente de la voluntad del hospedado.

Sin embargo, la última de las Sentencias del TS (Sentencia de 16 de abril de 2007) ha señalado que el carácter privado o público del lugar en el que se produce la comunicación no tiene ninguna relevancia, por lo que el carácter privado de los dormitorios de los hoteles no impide que se considere que la comunicación de una obra en tales habitaciones constituya un acto de comunicación al público.

2.  El acceso simultáneo o sucesivo a la obra protegida: la tesis de la acumulación temporal

La STS de 11 de marzo de 1996 (LA LEY 3166/1996) fue pionera en defender que existía comunicación pública a pesar de que el acceso a la obra se realice no de manera simultánea, sino sucesiva. Así, si en las dependencias comunes de los establecimientos hoteleros existe comunicación pública porque hay un acceso simultáneo a la obra de varias personas, la misma consideración debe producirse en relación con las habitaciones de los hoteles, ya que el acceso aunque no sea simultáneo es sucesivo. Por tanto, la noción de público presente se sustituye por la de público sucesivo, en el que el requisito de la accesibilidad de la obra difundida a una pluralidad de personas se puede satisfacer también mediante la presencia de huéspedes diferentes en las habitaciones de los hoteles en momentos temporales sucesivos. Es cierto que en cada momento cada una de las habitaciones de los hoteles se ocupa por un único cliente, ya sea individual o plural, pero a lo largo del tiempo son varios los clientes que van ocupando sucesivamente esas habitaciones, y ello a pesar de afirmar la nota de privatividad de las habitaciones  (17) .

Así lo justificó también la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Oviedo de 24 de abril de 2000  (18) , que es una de las Sentencias que más desarrolla y justifica esta tesis de la acumulación temporal, y considera que en tales supuestos nos encontramos ante actos de comunicación pública. En efecto, el Juzgado entiende que el requisito de accesibilidad de la obra a una pluralidad de personas puede satisfacerse en virtud de la presencia de huéspedes en las habitaciones de los hoteles en momentos sucesivos, por lo que el público simultáneo puede sustituirse por el público sucesivo. Lo trascendente es que «una pluralidad de personas pueda tener acceso a la obra creativa en lugar accesible al público, por lo que no se precisa una concurrencia simultánea, sino que puede ser sucesiva, tratándose de habitaciones, siempre que quepa la comparecencia plural y se aleje la situación de utilización exclusivamente privada». Es decir, de acuerdo con este planteamiento, hay comunicación pública, ya que la difusión se realizaba para una pluralidad de personas indeterminadas, concretamente, los huéspedes que se iban sucediendo en la ocupación de las habitaciones de manera sucesiva.

De esta manera, según esta tesis, para que se produzca un acto de comunicación pública no es requisito imprescindible que exista una presencia simultánea de destinatarios, ya que basta con que dicha presencia se pueda producir de forma escalonada en el tiempo, y esto sería lo que sucedería en los casos de utilización de aparatos de televisión en las habitaciones de los hoteles. Por tanto, lo importante es que una pluralidad de personas pueda tener acceso efectivo a la obra, aunque sea potencial. De hecho, entiendo que no habrá comunicación pública en los casos en los que se difunda una obra protegida pero a la cual no tenga acceso nadie, por ejemplo, porque la señal de radio sea tan débil que no llegue a ningún aparato receptor, o porque se interprete una obra de teatro y no asista nadie a ver la interpretación, etc. Así, el dato relevante no es el número de destinatarios, sino la existencia o no de potenciales destinatarios. No se trata tanto del acceso efectivo a la obra, sino más bien de la posibilidad potencial del acceso, pues si, por ejemplo, se realiza una obra de teatro y no acude nadie, hay comunicación pública, siempre y cuando las personas hubieran podido acudir, pues es un acto de comunicación pública, y lo mismo si se representa una obra de teatro en un domicilio, pues a pesar de la privacidad del mismo, si acuden una pluralidad de personas, se trata de un acto de comunicación pública. Lo relevante no es la determinación numérica de los destinatarios, sino el carácter público del acto  (19) .

BERCOVITZ, sobre la base de la STS de 24 de septiembre de 2002 (LA LEY 7862/2002), considera que lo importante para resolver la cuestión de si existe o no comunicación pública consiste en determinar si las diferencias entre público simultáneo y público sucesivo pueden llevar a un tratamiento diferenciado a los efectos de comunicación pública. Es decir, el público simultáneo no es lo mismo que el público sucesivo más o menos dilatado en el tiempo, pero la cuestión es si tales diferencias pueden provocar un tratamiento diferenciado a los efectos de los derechos de comunicación pública  (20) . Aunque también este autor ha defendido que para considerar al colectivo de clientes que ocupa las habitaciones de un hotel como público a los efectos de la comunicación, no es preciso hacer referencia al público sucesivo en el tiempo, sino que basta referirse al concepto de público simultáneo, pues los clientes de las habitaciones del hotel en cada momento constituyen un número abierto de personas indeterminadas  (21) . Es decir, la persona que se aloja en una habitación de un hotel y recibe las obras protegidas es «público», y eso sería lo que determinase que la comunicación recibida sea pública  (22) . El hecho de que el acceso de esa pluralidad indeterminada de sujetos se produzca sucesivamente en el tiempo o en un ámbito de privacidad, como es la habitación de un hotel, no afecta a la calificación de la comunicación como pública.

Sin embargo, la STS de 10 de mayo de 2003 (LA LEY 1912/2003) no se pronuncia sobre esta cuestión, y ello porque considera el TS que la difusión se realiza en un ámbito estrictamente doméstico, por lo que si se realiza de forma simultánea o sucesiva, carece de importancia, ya que la comunicación nunca será pública y no dará derecho al pago de canon a favor de las entidades de gestión de los derechos de autor. Por el contrario, la STS de 16 de abril de 2007 sí defiende la tesis de la acumulación temporal.

3.  Los actos de recepción

Una cuestión trascendental es la de determinar si la captación por parte del hotel de señales de televisión vía satélite o terrestre y su distribución o difusión por cable a las habitaciones del hotel constituye un acto de comunicación pública. Así, existen dudas sobre si debe considerarse si la producción de la comunicación pública tiene lugar no sólo por los actos de emisión, sino también por los de recepción de las obras protegidas.

Los establecimientos de hostelería alegaban, para mantener que no existían actos de comunicación pública, que había que distinguir entre la emisión y la recepción de las obras protegidas, por lo que como las cadenas de televisión ya abonan el canon por la emisión de los contenidos, cuando los clientes en las habitaciones de los hoteles proceden a su visionado no existe comunicación pública, pues lo que el hotel realiza es un acto de recepción, y los actos de recepción no serían comunicación pública, sino tan sólo los actos de emisión. Pero este argumento fue rechazado por la STS de 11 de marzo de 1996 (LA LEY 3166/1996), al estimar que existe comunicación pública aunque se trate de actos de recepción  (23) . Sin embargo, la STS de 10 de mayo de 2003 (LA LEY 1912/2003) ha rechazado este criterio y considera que los actos de recepción que se producen por la presencia de televisores en las habitaciones de los hoteles no configuran comunicación pública, al entender que el acto de recepción de las imágenes realizado por las televisiones en las habitaciones de los hoteles no es apto para generar comunicación pública. Por tanto, el TS mantiene que la simple recepción no equivale a comunicación pública. Se trata de un acto de recepción de una comunicación emitida por una entidad televisiva, que ya satisface los derechos estatales correspondientes. Además, no existe prueba de que el cliente haya utilizado ese servicio, con lo cual estaría abonando un servicio tanto si lo usase como si no, por lo que habría un abuso de derecho  (24) .

De hecho, la recepción no está comprendida como un acto de comunicación pública en el art. 20 de la LPI, ya que supone un comportamiento pasivo, en virtud del cual, el establecimiento hotelero se limita a recibir lo que otros emiten, transmiten o retransmiten, y el hotel no realiza ningún tipo de intervención, ya que no emite, ni transmite ni retransmite  (25) .

Sin embargo, el TS en la Sentencia de 16 de abril de 2007 ha considerado que existe comunicación pública porque se produce una retransmisión debido a que el hotel recepciona o capta la señal televisiva original o primaria y la retransmite a los televisores instalados en las habitaciones. Entiende que esta comunicación es a un público nuevo, integrado por una pluralidad de personas que tienen la posibilidad de recepcionar la señal difundida. Es decir, son actos de comunicación pública los que se realizan en el interior de la habitación del hotel si el cliente utiliza o tiene la posibilidad de utilizar ese servicio, pues se trata de uno de los servicios prestados por el titular del establecimiento hotelero  (26) .

4.  Disfrute real de la obra difundida

Una cuestión que no carece de trascendencia es la relativa a la constancia de que los actos de comunicación hayan tenido lugar, es decir, si es necesario que conste fehacientemente que tales actos de comunicación de la obra se han producido efectivamente. Ha habido Sentencias que han considerado que la sola presencia de aparatos receptores de imágenes o sonidos en los hoteles es suficiente para considerar que existe comunicación pública, por lo que los establecimientos hoteleros debían probar la inexistencia de tales actos de comunicación pública. Pero esta circunstancia coloca al hotel ante la dificultad de probar un hecho negativo, que le provocaría una situación de indefensión contraria al principio de tutela judicial efectiva del art. 24 de la Constitución. Además, si se utilizasen, habría que averiguar si se emiten obras de autores cuyos derechos gestiona la SGAE.

Los establecimientos hoteleros esgrimían en su defensa que en muchos casos no se producía la comunicación pública por el no uso de los aparatos de televisión, pues no había prueba o constatación material de que se había realizado efectivamente el acto de recepción, ya que la mera presencia del aparato no produce un acto de comunicación pública. Así, para poder cobrar los derechos de autor habría que acreditar que efectivamente se había producido la difusión material de las obras protegidas. Pero la mayoría de las Sentencias se mostraron partidarias del argumento contrario, al entender que tal prueba no era necesaria, ya que era suficiente con la mera puesta a disposición del cliente del aparato de televisión para entender que se producía la comunicación pública, bastando la posibilidad de acceso, pues exigir la prueba de que los aparatos de televisión están normalmente encendidos y difundiendo obras protegidas resultaría excesivo, por la dificultad de tal prueba, que podría calificarse como diabólica. Acorde con ese planteamiento es la STS de 11 de marzo de 1996, que manifestó la innecesidad de llevar a cabo la prueba de si se ha usado o no el aparato de televisión para entender realizado un acto de comunicación pública, pues basta la mera puesta a disposición del cliente para considerar que existe un acto de este tipo. Es decir, se presume que la mera tenencia del aparato televisivo, como genera una disponibilidad para realizar actos de comunicación pública, no es necesario que se emplee efectivamente para el acceso a las obras protegidas, bastando la mera posibilidad.

En este sentido, la SAP de Navarra de 18 de noviembre de 1996 estimó que «existiendo aparato reproductor, y siendo lógico considerar que se hará un uso ordinario del mismo, ello conlleva necesariamente la difusión de obras de los autores referidos, sin necesidad de acreditar cuáles sean tales autores ni actos concretos de difusión», por lo que se considera justificada la comunicación pública en el local del demandado  (27) . Sin embargo, esto lleva como consecuencia que se facilite la labor de las entidades de gestión de los derechos de autor, pues les basta con probar la existencia de los aparatos de televisión para que prospere su pretensión, ya que con ello se establece una presunción iuris tantum de que por el hecho de tener televisión se van a emitir obras protegidas, mientras que los establecimientos hoteleros, para destruir tal presunción, tendrían que probar que la televisión no fue utilizada, y en caso de utilización, que no emitían obras protegidas. Por ello, como a los establecimientos hosteleros se les coloca en una situación de indefensión, contraria al art. 24 de la Constitución, al tener que probar un hecho negativo, la presunción que en principio era iuris tantum puede convertirse en presunción iuris et de iure. En este sentido se pronunció la SAP de Toledo de 11 de abril de 1996 (LA LEY 11979/1996) que estimó que la mera tenencia de un televisor en un establecimiento público no constituye comunicación pública si no se acredita la difusión de obras protegidas, y además añadiendo que el acto de comunicación pública se caracteriza por el hecho efectivo de que las obras protegidas sean disfrutadas por una colectividad o pluralidad de personas, sin que sea suficiente la mera potencialidad del tal disfrute, pues la contraprestación o remuneración debida al autor se produce por el efectivo y real acceso a su obra, y no por la sola posibilidad de que ello ocurra, correspondiendo al autor o a la entidad de gestión de sus derechos que actúa en nombre suyo acreditar cumplidamente que se ha realizado la comunicación.

Por ello, el TS, en Sentencia de 10 de mayo de 2003 (LA LEY 1912/2003), consideró que «no ha de dejarse de lado que tampoco ha quedado debidamente probado si se llevó a cabo efectiva utilización por el cliente, con lo que se llegaría a una situación injusta de tener que abonar derechos tanto si hay efectiva utilización o no, lo que supone ya rozar el abuso del derecho». Y en este sentido se ha defendido que no existen actos de comunicación pública por la simple presencia de televisores en alojamientos realizados con carácter temporal, pues lo contrario sería desmedido, desproporcionado y provocaría un efecto no previsto por la Ley  (28) .

Sin embargo, contra este argumento se alza también la última de las Sentencias del TS sobre esta cuestión (STS de 16 de abril de 2007), pues considera que para que haya comunicación al público basta con que la obra se ponga a disposición del público, de tal forma que quienes lo compongan puedan acceder a ella.

5.  Obtención de lucro por los hoteles

Tradicionalmente, uno de los criterios que se han seguido a la hora de incluir dentro del ámbito de la comunicación pública la realizada en las habitaciones de los hoteles ha sido el del carácter lucrativo. En efecto, se considera que uno de los servicios prestados por los hoteles a los clientes es la presencia de aparatos de televisión en las habitaciones, y que el hotel se lucra por este servicio, pues a la hora de fijar el precio de la habitación, se tiene en cuenta este servicio, incrementándose el precio. Por ello, como el hotel obtiene un beneficio, pues la existencia de ese servicio en las habitaciones constituye una mejora de las prestaciones del hotel, como contrapartida debe abonar los derechos de autor  (29) .

De todas formas, lo que habría que averiguar es si la instalación de una televisión o de un aparato reproductor de sonido colocado en las habitaciones del hotel sirve como reclamo para los clientes, es decir, si éstos lo tienen en cuenta a la hora de elegir un hotel. Si así fuera, es decir, si la tenencia de estos aparatos ha sido determinante para la elección del hotel, habría que pagar las tarifas correspondientes a los derechos de autor, pues al hotel le ha supuesto un beneficio. Pero en la práctica este servicio no es un reclamo para la captación de la clientela, y además, el TS en Sentencia de 10 de mayo de 2003, como defiende que no existe comunicación pública, mantiene que el uso de los aparatos televisivos no se impone a los clientes, sino que se deja a su libre elección. Y tampoco son servicios tarifados porque se presenta como una prestación integrada para mayor comodidad del cliente, sin que se haya probado el cobro de algún extra por su uso. Por ello, este criterio no es relevante a la hora de determinar si existe o no comunicación pública, sino que lo que verdaderamente hay que tener en cuenta es la posibilidad o no de acceso público a la comunicación.

Pero nuevamente sobre esta cuestión la última de las Sentencias del TS (STS de 16 de abril de 2007) ha defendido que se estime o no la concurrencia de un fin lucrativo como condición necesaria para que se dé una comunicación al público, en estos supuestos hay una prestación de servicios suplementaria efectuada con el objetivo de obtener algún beneficio, pues la inclusión del servicio influye en la categoría del hotel, y por tanto, en el precio de las habitaciones.

6.  Difusión a través de un medio de red común

De acuerdo con el art. 20 de la LPI, existe comunicación pública cuando la transmisión de la obra se realiza mediante una red de difusión común de cualquier tipo. El problema está en qué debe entenderse por «red de difusión de cualquier tipo». En principio, lo más acertado es considerar que cuando en un lugar privado se escucha o se visiona una obra protegida pero no sale al exterior a través de una red de difusión, no habrá comunicación pública. Es decir, esa comunicación es pública sólo si se comunica al exterior a través de una red de difusión. Por tanto, para que no haya comunicación pública no basta con que la recepción se produzca en un ámbito estrictamente doméstico, sino que además es preciso que no esté conectado o integrado a una red de difusión. Es decir, aunque se difunda la señal televisiva en un ámbito doméstico, si se produce a través de una red común hay comunicación pública, y tal cosa sucede sin duda con los vídeos comunitarios, pues así lo ha señalado unánimemente la jurisprudencia. Sin embargo, la STS de 10 de mayo de 2003 sostiene que este tipo de difusión no se realiza en las habitaciones de los hoteles, por lo que, a juicio del TS en esta Sentencia, no hay comunicación pública en estos casos, ya que «la simple recepción no equivale a comunicación pública, que, para poder ser apreciada como tal, precisa que el hotel hubiera instalado su propia red de difusión, a efectos de poder volver a transmitir a las habitaciones privadas».

Sin embargo, parte de la doctrina ha defendido que la actuación de las comunidades de vecinos a través de los vídeos comunitarios es la misma que la de los establecimientos hoteleros, por lo que en ambos casos habría comunicación pública, ya que el hotel, al igual que la comunidad de vecinos, difunde, a través de una red, a las diferentes habitaciones del hotel las obras protegidas, por lo que la comunicación es pública, por estar integrada a una red de difusión. En estos casos se ha considerado que hay una conducta activa por parte del establecimiento hotelero, que emite o transmite difundiendo las obras protegidas a través de una red de difusión, y en principio lo que debería considerarse una comunicación privada, atendiendo a la privacidad de las habitaciones, se convertiría en pública  (30) .

Sobre esta cuestión se pronunció el Juzgado de Primera Instancia de Oviedo en Sentencia de 24 de abril de 2000, que admitió que no existe similitud entre la actuación realizada por un hotel cuando instala antenas parabólicas para distribuir señales televisivas a las habitaciones y la que llevan a cabo las comunidades de propietarios respecto a la instalación de antenas colectivas o parabólicas, ya que en el caso de los hoteles habría comunicación pública, mientras que en el de las comunidades de propietarios no, pues la diferencia está en que en la difusión hotelera interviene el hostelero para facilitar la comunicación de obras protegidas, mientras que en el caso de las comunidades son los propios vecinos los que se organizan instalando en lugar de varias antenas individuales una sola para que llegue la señal. Lo mismo estimó la SAP de Asturias de 7 de marzo de 2001, que resolvió la apelación de la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Oviedo.

Como se ve, las Sentencias de nuestros Tribunales también son diversas en torno a esta cuestión. Según CARRASCO, la solución que aporta la STS de 24 de septiembre de 2002 (LA LEY 7862/2002) es plenamente acertada al considerar que no existe comunicación pública, aunque esté adoptada sobre fundamentos erróneos, ya que sólo habría comunicación pública si el hotel transmitiera la señal por cualquier medio creando una red de difusión. En efecto, entiende que lo realmente decisivo es saber si existe o no un acto de comunicación pública. No lo habrá cuando el hotel se limite a hacer llegar las obras protegidas a las habitaciones de sus clientes o bien en los aparatos de televisión situados en el espacio público, porque en ninguno de los casos hay acto de comunicación, sino simple recepción de una comunicación emitida por un tercero, que es la entidad de radiodifusión, que paga ya los derechos correspondientes. Por el contrario, sí habría comunicación pública si el establecimiento hotelero volviera a transmitir la obra protegida por cualquier medio, creando una nueva red de difusión, a los efectos de poder volver a transmitir a las habitaciones privadas  (31) .

Por ello, la SAP de Tarragona de 28 de enero de 2005 ha entendido, basándose en la prueba pericial practicada, que el hotel cuando tiene un sistema de red para la captación de televisión de señales de emisiones terrestres, si la finalidad de la red de difusión es hacer llegar a las habitaciones del hotel y demás dependencias del hotel las señales que se captan de las emisiones televisivas, si tal red tiene como función sólo amplificar las señales recibidas para que lleguen correctamente a todas las zonas del hotel, no se realiza una modificación, alteración o transformación de las señales, luego no hay comunicación pública, pues no existe una alteración o transformación de las señales captadas, pues las señales llegan al televisor de destino en la misma forma en que se reciben, aunque con la calidad necesaria, y la función de la red es simplemente amplificadora y auxiliar de la que efectúa la antena instalada en el hotel. Así, sólo hay red de difusión si existen actuaciones de alteración o transformación de las señales captadas. Y esto es lo que entiende el TS en Sentencia de 16 de abril de 2007 que se produce cuando se visualizan las obras protegidas en las televisiones situadas en las habitaciones de los hoteles. Es decir, a juicio del TS en el último pronunciamiento que ha realizado sobre la cuestión, hay comunicación pública en estos casos porque el hotel altera o transforma las señales captadas.

Cuestión distinta es la emisión de las obras protegidas en las dependencias comunes de los hoteles, como pueden ser la cafetería, hall, recepción, vestíbulo, etc., en las que no ha lugar a ninguna discusión, pues a pesar de que lo más normal es que estén ocupados por los propios huéspedes del hotel, también pueden frecuentarse por personas no hospedadas, y además es el encargado del hotel el que elige qué obras son las que se escuchan o visualizan, por lo que en estos casos hay comunicación pública, pues se produce una difusión colectiva, y además no se produce dentro de un ámbito estrictamente doméstico, por lo que habría que pagar derechos de autor por este concepto  (32) .

V.  CONSIDERACIÓN FINAL

Vistos los argumentos que se pueden esgrimir para considerar si la recepción por medio de los receptores de televisión de las obras protegidas emitidas, transmitidas o retransmitidas por las cadenas o entidades de radiodifusión constituye o no un acto de comunicación pública en los casos en los que la recepción tiene lugar en las habitaciones o en las dependencias comunes de los establecimientos de hostelería, la solución no es unánime, ni en la doctrina ni en la jurisprudencia. En sentido favorable a considerar que existe comunicación pública se manifestaron las Sentencias del TS de 11 de marzo de 1996, de 31 de enero de 2003 y de 16 de abril de 2007. En sentido contrario se pronunciaron las Sentencias de 21 de diciembre de 2002 y 10 de mayo de 2003. Esta última Sentencia tenía singular significación, ya que emanaba del Pleno de la Sala Primera del TS y nació con vocación de unificación, pues pretendía fijar el criterio a seguir en la materia. Pero éste no ha sido el último pronunciamiento del TS sobre la cuestión, ya que como he señalado se ha vuelto a manifestar el TS sobre esta cuestión en la Sentencia de 16 de abril de 2007, que modifica el criterio del Pleno del TS como consecuencia de la doctrina establecida en la STJCE de 7 de diciembre de 2006.

No obstante, es una lástima que el legislador, en la última reforma de la LPI a través de la Ley 23/2006, de 7 de julio, no haya aprovechado la ocasión para solucionar esta problemática, e incidido en esta cuestión zanjando la polémica y definiendo con mayor detalle qué debe entenderse por «comunicación pública».

Está claro que si se considera que hay comunicación pública, el establecimiento hotelero precisa la autorización de los autores, productores o de las entidades gestoras de los derechos de la propiedad intelectual de las obras protegidas, con obligación de pagar una remuneración. Asimismo, el último cambio de criterio establecido por el TS se justifica porque las normas del ordenamiento jurídico interno deben ser interpretadas por los Tribunales de los Estados miembros en el sentido más conforme al Derecho comunitario, porque es posible que la jurisprudencia cambie cuando se dé una razón poderosa que lo justifique, tal y como sucede en el caso enjuiciado y por la necesidad de armonizar y unificar la aplicación del Derecho acomodando la interpretación de la norma interna a la comunitaria  (33) , entre otros argumentos. Además, de acuerdo con el planteamiento de la STJCE, que sigue el TS español en la Sentencia de 16 de abril de 2007, resulta lo siguiente:


	
— El concepto de «comunicación al público» o de «comunicación pú-blica» debe entenderse en un sentido amplio. 

	
— El término «público» hace referencia a un número indeterminado de telespectadores potenciales. Además, la clientela de un establecimiento hotelero se suele renovar con rapidez, por lo que por lo general, se trata de un número considerable de personas. 

	
— Hay que tener en cuenta los efectos acumulativos provocados por la posibilidad que se concede a los telespectadores potenciales de acceder a la obra. 

	
— La clientela de un establecimiento hotelero es un público nuevo. Las comunicaciones e realizan por un organismo de retransmisión distinto al de origen. 

	
— Para que haya comunicación al público basta con que la obra se ponga a disposición del público, es decir, lo importante es la posibilidad de acceso a la obra. 

	
— Aunque no exista ánimo de lucro, se produce una prestación de servicios suplementaria, con el objetivo de obtener algún beneficio por el hotel, que redunda en la categoría del hotel y en el precio de las habitaciones. 

	
— No tiene ninguna relevancia el carácter privado o público de lugar en el que se produce la comunicación. Es decir, una cuestión es la consideración como domicilio de las habitaciones de los hoteles a efectos constitucionales de protección de determinados derechos fundamentales, y otra bien distinta el que la comunicación que se produce en las mismas sea pública o privada a los efectos de generar o no derechos de autor en lo referente a la propiedad intelectual. 



Además, el TS afirma que para que no exista comunicación pública deben darse cumulativamente los dos requisitos que prevé el art. 20 de la LPI, es decir, que se celebre en un ámbito estrictamente doméstico y que no esté integrado o conectado a una red de difusión de cualquier tipo, por lo que no basta con que se dé uno solo de ellos para considerar que no hay comunicación pública.

De todos los argumentos analizados en este trabajo, a mi modo de ver el definitivo es si la difusión se realiza de manera independiente o a través de una conexión a la red común, pues si se realiza a través de una conexión a una red común, debe abonarse el canon pertinente, mientras que si el hotel no crea una red de difusión al transmitir la señal a las habitaciones o a las zonas comunes, no habría comunicación pública y no se generaría la obligación de pagar derechos de autor. De hecho, tanto la STJCE de 7 de diciembre de 2006 como la del TS de 16 de abril de 2007, finalmente llegan a la conclusión de que existe comunicación pública porque se produce una retransmisión por el hotel, ya que éste recepciona o capta la señal televisiva original o primaria, y la transmite o retransmite (radiodifusión secundaria) a los televisores instalados en las habitaciones, y en dichas habitaciones existe una clientela que tiene acceso potencial para recepcionar la señal difundida.
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	 (1) 

	Texto Refundido aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/1996, de 11 de noviembre. Ha sido objeto de modificaciones recientes, concretamente a través de la Ley 19/2006, de 5 de junio, por la que se amplían los medios de tutela de los derechos de propiedad intelectual e industrial y se establecen normas procesales para facilitar la aplicación de diversos reglamentos comunitarios, y la Ley 23/1006, de 7 de julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la LPI aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.
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	Cfr. en este sentido MUÑOZ XANCÓ, J., «Un derecho de la propiedad intelectual: estudio de la “comunicación pública” en el sector de la hostelería», en Estudios jurídicos en homenaje al profesor Luis Díez-Picazo, tomo III, Madrid 2003, pág. 4079.
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	 (3) 

	Cfr. comentario de esta Sentencia de BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., «Comentario de la STS de 11 de marzo de 1996», en Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, núm. 41 (1996), págs. 825-834.
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	Cfr. el comentario de esta Sentencia de SOLA PASCUAL, A., «Aparatos de televisión en habitaciones de hotel. ¿Público doméstico a efectos de la Ley de Propiedad Intelectual? Comentario a la Sentencia del TS, de 24 de septiembre de 2002», en Boletín Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 46 (2002), BIB 2003\40; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., «Comentario a la STS de 24 de septiembre de 2002», en Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil 60 (2002), págs. 1279-1286; DE LA IGLESIA PRADOS, E., «Televisiones en habitaciones de hoteles. Comunicación pública y derechos de autor: un posible cambio jurisprudencial. Comentario a la STS de 24 septiembre 2002», en Revista de Derecho Patrimonial, núm. 10 (2003), págs. 423-432.
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	Cfr. SOLA PASCUAL, A., «Comentario a la STS, de 31 de enero de 2003 (RJ 2003, 618): de nuevo sobre los aparatos de televisión en habitaciones hoteleras y derechos de autor», en Boletín Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 49 (2003), BIB 2003\510.
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	Cfr. sobre esta Sentencia, PULIDO QUECEDO, M., «Los vaivenes jurisprudenciales del TS en materia de propiedad intelectual. Caso SGAE c. Hotel Taurito Princess (RJ 2003, 3036)», en Actualidad Jurídica Aranzadi 579 (2003), BIB 2003\662; RUBIO TORRANO, E., «Habitaciones de hotel con televisor y comunicación pública: nuevo Criterio Jurisprudencial», en Aranzadi Civil, Tribuna, núm. 6 (2003), págs. 1848-1851; SOLA PASCUAL, A., «A vueltas con los televisores de las habitaciones hoteleras. Nuevo criterio jurisprudencial. Comentario a la Sentencia del TS de 10 de mayo 2003 (RJ 2003, 3036)», en Boletín Aranzadi Civil-Mercantil 50 (2003), BIB 2003\713. Para esta última autora, es un acierto que el TS en la Sentencia de 10 de mayo de 2003 entienda que no existe comunicación pública, ya que si se hubiese fallado a favor de la SGAE probablemente se hubiera producido una subida de las tarifas hoteleras, repercutiéndose al final el problema en el consumidor. Por el contrario, YZQUIERDO TOLSADA y ARIAS MAÍZ entienden que el TS se ha precipitado al concluir que no constituye comunicación pública la comunicación que los hoteles hacen de las señales de televisión que reciben a las habitaciones de los mismos. Vid. YZQUIERDO TOLSADA, M. y ARIAS MAÍZ, V., «La televisión en las habitaciones de los hoteles: la historia interminable (con sus etapas ocultas)», en Diario La Ley, núm. 5901 (2003), pág. 1889.
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	Cfr. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., «Televisión en las habitaciones de hotel», en Aranzadi Civil, núm. 17 (2006).


	 Ver Texto 
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	Sentencia publicada en el Diario La Ley, núm. 6780, de 17 de septiembre de 2007. Sobre esta Sentencia, vid. el comentario de MACÍAS CASTILLO, A., «Cambio de la doctrina jurisprudencial existente en torno al concepto de comunicación pública de las obras audiovisuales», en Actualidad Civil, núm. 16 (2007).
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	Cfr. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, «Televisión en las habitaciones de hotel», op. cit.,; PALOMAR OLMEDA, A., «Los televisores de los hoteles y la protección de la propiedad intelectual. (A propósito de la STJCE de 7 de diciembre de 2006)», en Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 721 (2007), BIB 2006\1797; ARMENGOL I FERRER, F., «La comunicación por medio de televisores instalados en habitaciones de hotel y la protección de los derechos de autor en la sociedad de la información. A propósito de la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 7 de diciembre de 2006, SGAE c. Rafael Hoteles», en Revista General de Derecho Europeo, núm. 13 (2007). Este autor considera que la Sentencia ha dejado un tema abierto al debate, cual es el de la vinculación necesaria entre actos de comunicación al público y la existencia de un ánimo de lucro por parte del establecimiento hotelero. Así, habrá que determinar si existe relación entre comunicación al público y ánimo de lucro, pues podrían existir comunicaciones con fines de lucro o sin él.
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	 (10) 

	Cfr. ARIAS EIBE, M. J., «La inviolabilidad del domicilio: dimensión constitucional y protección penal», en Diario La Ley, núms. 5327 y 5328 (2001), págs. 1643 y 1646.
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	Cfr. ÁLVAREZ ÁLVAREZ, H., Régimen jurídico del domicilio de las personas físicas, Valladolid, 2005, págs. 77 y ss.
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	Dentro de este sector minoritario se encuentran ÁLVAREZ VIGARAY, R., «El domicilio», en Anuario de Derecho Civil, 1972, pág. 554, y PÉREZ DE ONTIVEROS BAQUERO, C., «Aproximación al significado de la expresión «ámbito estrictamente doméstico» en la regulación legal de la facultad patrimonial de comunicación pública», en Revista de Propiedad Intelectual, núm. 12 (2002), págs. 44 y ss.
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	Cfr. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, R., «Comentario a la STS de 24 de septiembre de 2002», op. cit., pág. 1285. Asimismo, de acuerdo con la SAP de Pontevedra de 4 de febrero de 2000 (LA LEY 9860/2000), «que el destino ocasional de dichas habitaciones para servir de morada provisional a una persona, puede ser valorado como área de privacidad a efectos de invasión de la intimidad con la protección que a la misma otorga el art. 18 de la Constitución, en nada puede afectar a la calificación del acto que comporta, la instalación de aparatos receptores en dicho recinto. La circunstancia de que dichas dependencias puedan servir al ámbito de la privacidad, es algo que sólo afecta a la persona y no desvirtúa el destino y la finalidad pública de la comunicación mediante receptores».
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	En este sentido, la SAP de Pontevedra de 13 de febrero de 1996 estableció que la circunstancia de que las dependencias del hotel destinadas a habitación puedan servir al ámbito de privacidad, es algo que sólo a la persona afecta y no desvirtúa o define el destino y finalidad pública de la comunicación. Lo mismo entiende la SAP de Cantabria de 27 de abril de 2001 (LA LEY 85830/2001), la SAP de Baleares de 25 de septiembre de 1997, y la SAP de Guipúzcoa de 27 de abril de 2004 (LA LEY 97852/2004) afirma que la consideración de las habitaciones hoteleras como domicilio a efectos constitucionales ha de tenerse en cuenta en el ámbito estrictamente penal, por lo que sí se produce una comunicación pública.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Cfr. PULIDO QUECEDO, M., «Domicilio en “Hoteles” e inviolabilidad de domicilio», en Actualidad Jurídica Aranzadi, Tribuna, núm. 522 (2002), pág. 3. Cfr. comentario de esta Sentencia de FERRERES COMELLA, V., «La inconstitucionalidad de la entrada y registro en las habitaciones de hotel sin autorización judicial. ¿Una cuestión irrelevante? Comentario a la STC 10/2002, de 17 enero», en Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucional 1 (2002), BIB 2002\66; PRADOS PÉREZ, E., «¿Tienen condición de ámbito doméstico las habitaciones de un hotel? Consideraciones sobre la Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2002, de 17 de enero», en Diario La Ley, núm. 5526 (2002), págs. 1842-1844.
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	Igualmente lo consideran la SAP de La Coruña de 23 de junio de 2004 y la SAP de Albacete de 30 de julio de 2004, entre otras. También considera como domicilio las habitaciones de los balnearios y por ello no hay comunicación pública la SAP de Navarra de 22 de abril de 2004.
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	En esta Sentencia de 11 de marzo de 1996 el TS establece que «lo que tiene en cuenta el art. 20 para que se dé comunicación pública son aquellos actos en los que una pluralidad de personas pueden tener acceso a la obra creativa y en lugar accesible al público, por lo que no se precisa una concurrencia simultánea, sino que puede ser sucesiva —tratándose de habitaciones—, siempre que queda la comparecencia plural y aleje situación de utilización exclusivamente privada».
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	Vid. el comentario realizado a esta Sentencia de FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, A., «Derecho de comunicación pública en las habitaciones de establecimientos hoteleros. Nota a la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Oviedo de 24 de abril de 2000», en Revista General de Derecho, núm. 675 (2001), págs. 15127-15131, quien considera que en estos casos existe comunicación pública, pero constituye un acto encuadrable no en el apartado f) del art. 20.2 de la LPI, sino en el apartado g) del artículo, pues se trata de un supuesto de utilización secundaria de una prestación intelectual protegida, realizada con la recepción de la emisión o transmisión previamente realizada (pág. 15131). Esta Sentencia fue objeto de recurso de apelación que se resolvió por la SAP de Asturias de 7 de marzo de 2001, que a pesar de considerar también que existe comunicación pública, acogió en parte el recurso de apelación interpuesto, en el sentido de fijar una indemnización diferente a la establecida en la Sentencia de primera instancia.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Cfr. YZQUIERDO TOLSADA y ARIAS MAÍZ, op. cit., pág. 1885; PÉREZ DE ONTIVEROS BAQUERO, op. cit., págs. 34, 35 y 44. A favor de la tesis de la concurrencia sucesiva se manifiestan la SAP de Pontevedra de 4 de febrero de 2000, la SAP de Barcelona de 2 de febrero de 2001 y la SAP de Tarragona de 9 de enero de 2001, entre otras. Pero también se ha defendido la tesis contraria, que entiende que sólo hay comunicación pública si ésta se produce de forma simultánea y no sucesiva (SAP de Sevilla de 18 de julio de 1994).
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	 (20) 

	Cfr. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, «Comentario a la STS de 24 de septiembre de 2002», op. cit., págs. 1285 y 1286.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Cfr. BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, «Televisión en las habitaciones de hotel», op. cit.; BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, «Comentario a la STS de 11 de marzo de 1996», op. cit., pág. 832.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Cfr. SOLA PASCUAL, A., «Aparatos de televisión...», op. cit.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Lo mismo considera la SAP de Madrid de 12 de julio de 2000, SAP de Valencia de 29 de diciembre de 2000 y la SAP de Tarragona de 9 de enero de 2001, que muy claramente establece que «es comunicación pública todo acto por el que una pluralidad de personas pueden tener acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares y en esta dicción legal cabe tanto la emisión original como la recepción que facilita su conocimiento, dado que sin la una o sin la otra la actividad creadora del autor no se difundiría entre los oyentes o televidentes, constituyendo ambos momentos inicial y último del proceso comunicativo».


	 Ver Texto 




	 (24) 

	De esta manera, la simple recepción no se considera comunicación pública, y así lo han defendido algunas AP siguiendo el planteamiento del TS de la Sentencia de 10 de mayo de 2003, por ejemplo, la AP de Madrid en Sentencias de 21 de julio de 2004, 3 de noviembre de 2004, 28 de enero de 2005, SAP de Valencia de 30 de abril de 2004, SAP de Guipúzcoa de 4 de mayo de 2004, SAP de Valencia de 14 de mayo de 2004, SAP de Murcia de 17 de marzo de 2005 y SAP de Cantabria de 10 de mayo de 2005, entre otras.
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	 (25) 

	Cfr. MUÑOZ XANCÓ, J., op. cit., pág. 4098; LACRUZ MANTECÓN, M. L., «Entidades de gestión de derechos de autor y establecimientos hoteleros: una cuestión abierta», en Diario La Ley, núm. 5176 (2000), págs. 2 y 3.
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	 (26) 

	Así lo defendí con anterioridad en ÁLVAREZ ÁLVAREZ, H., op. cit., pág. 88.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Lo mismo entendió la SAP de Cuenca de 22 de julio de 1997, SAP de Zaragoza de 7 de noviembre de 2001, SAP de Ourense de 30 de junio de 2004, SAP de Sevilla de 29 de octubre de 2004, SAP de Teruel de 17 de noviembre de 2004, SAP de Santa Cruz de Tenerife de 23 de enero de 2006. Por el contrario, no referido a las habitaciones de los hoteles sino a un local destinado a pizzería en el que había un aparato de televisión, la SAP de Pontevedra de 9 de marzo de 2000 ha considerado que para que haya que abonar derechos de autor la utilización de los aparatos de emisión debe producirse de manera más o menos regular, continuada o habitual, en condiciones que pueda valorarse como un producto o servicio más que el empresario ofrece al cliente. En este sentido, se ha considerado que con independencia de que se considere como domicilio a efectos civiles o no las habitaciones de un hotel, existe comunicación pública básicamente por dos motivos: porque la difusión en la habitación se realiza a través de aparatos instalados en las habitaciones, y en segundo lugar, porque se excluye que esta comunicación sea pública en supuestos similares, como es el caso de los arrendamientos de temporada o en los centros hospitalarios [cfr. DE LA IGLESIA PRADOS, E., «Tránsito jurisprudencial hacia la exclusión de comunicación pública por la instalación de televisiones en las habitaciones de hoteles», en Revista de Derecho Patrimonial, núm. 11 (2003), pág. 401].
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	 (28) 

	Cfr. DE LA IGLESIA PRADOS, «Televisiones...», op. cit., págs. 431 y 432. De hecho, este autor esgrime como argumento que existe un supuesto similar como es el de los arrendamientos de vivienda, en los que no existe comunicación pública por entender que son actos realizados en la esfera doméstica, a pesar de que es indudable que el arrendador obtiene un beneficio, de la misma manera que lo tiene el hotel que cuenta con televisores en las habitaciones.
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	 (29) 

	Así lo afirmaron la STS de 11 de marzo de 1996, la SAP de Asturias de 7 de marzo de 2001 y lo mismo entendió la SAP de Alicante de 21 de febrero de 2005, pero referido a la difusión de obras protegidas en dependencias comunes del hotel. La SAP de Guipúzcoa de 27 de abril de 2004 defiende que debido a que la presencia de aparatos de televisión repercute en el precio de las estancias en las habitaciones del hotel, se produce un acto de comunicación pública, y se basa en la STS de 31 de enero de 2003, pero no atiende al último pronunciamiento del TS en Sentencia de 10 de mayo de 2003.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Cfr. MUÑOZ XANCÓ, J., op. cit., págs. 4096 y 4097.
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	 (31) 

	Cfr. CARRASCO PERERA, A., «Hoteles, música y propiedad intelectual», en Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 562 (23 de enero de 2003), pág. 3. También en este sentido se pronuncia la SAP de Ávila de 8 de septiembre de 2004.
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	En este sentido, entienden que la utilización de aparatos de televisión en salones del hotel sí constituirían comunicación pública la SAP de Sevilla de 18 de julio de 1004, SAP de Albacete de 30 de julio de 2004, SAP de Ávila de 8 de septiembre de 2004, a diferencia de lo que sucede con las habitaciones del hotel, que entiende que tienen ámbito doméstico y por ello no se produce un acto de comunicación pública. PANIZA FULLANA considera que sí que hay comunicación pública la realizada en un bar o en las zonas comunes de los hoteles. Cfr. PANIZA FULLANA, A., «Derechos de autor, entidades de gestión y establecimientos de hostelerías», en Aranzadi Civil, vol. III (1998), págs. 27-48, BIB 1998\983.
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	Y ello a pesar de que los principios de igualdad en la aplicación de la Ley y seguridad jurídica y el derecho a la tutela judicial efectiva de los arts. 14.3 y 24.1 de la Constitución española exigen cierta permanencia y estabilidad en la doctrina jurisprudencial, en cuanto que complementa el ordenamiento jurídico (art. 1.6 del CC).
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